APORTES PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL PLE 067 DE 2022 – VIVA LA CIUDADANÍA

El Proyecto de ley busca dar cumplimiento a una tarea postergada desde la promulgación de la Constitución de 1991, y en ese sentido, plantea una discusión necesaria y urgente. 

Actualmente, la intervención en política de los servidores públicos, tal como se encuentra regulada la materia, únicamente permite la inscripción como miembro de su partido político. Por lo tanto, estaría prohibido por falta de desarrollo legal, no por falta de autorización constitucional, el participar abiertamente en política, hacer deliberaciones políticas públicamente, apoyar públicamente a un candidato o movimiento político para las elecciones ya sean al Congreso de la República o a la presidencia de la República, alcaldes o gobernadores, difundir propaganda electoral a favor o en contra de cualquier partido, agrupación o movimiento político, a través de publicaciones, estaciones oficiales de televisión y de radio o imprenta pública.  

Es necesario establecer que actividades se permiten y cuales no por varios elementos: 

1. La no expedición de la ley estatutaria ha fomentado un escenario en el cual se hace un uso subrepticio e informal de la posición de los servidores públicos en el marco de relaciones clientelares debido a una ausencia de definiciones frente a los términos enunciados en el artículo 127. Abrir la posibilidad de que los funcionarios públicos anuncien su pertenencia o apoyo a una campaña permite reducir la incertidumbre de los electores, lo que brinda mayores garantías en lo referente al fortalecimiento de la democracia. 

2. La Corte Constitucional ya ha señalado que la prohibición enunciada en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución no hace referencia a “comportamientos que al margen de un debate electoral o de una disputa partidista, tienen como resultado o pueden ser interpretados como la emisión de una opinión o la presentación de una postura respecto de un asunto de interés general”, por lo cual debe definirse una normatividad que permita separar estos elementos de aquellos que son propios de las actividades de los partidos y movimientos, así como de las controversias políticas. 

3. El proyecto de ley recoge la normatividad existente en el Código Penal, la Ley de Garantías y el Código Disciplinario Único, así como los conceptos de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado y las sentencias de la Corte Constitucional, sin embargo, debe armonizarse la normatividad. 

Debe establecerse una distinción frente al tipo de cargo que puede participar en política. Es necesario profundizar en las circunstancias de tiempo, modo y lugar, para aplicar cargas y responsabilidades diferenciadas. Estamos de acuerdo con las facultades establecidas en el artículo 6, así como con las prohibiciones establecidas en el artículo 7. Sin embargo, creemos que la participación incluso puede ser más amplia, y que la Corte Constitucional da más campo para la participación.

